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1. Disposiciones generales

CONSEJERIA DE EDUCACION

ORDEN de 1 febrero de 2006, de modificación
de la de 19 de abril de 2005, por la que se regula
la convocatoria de ayudas dirigidas a entidades sin
fines de lucro para el desarrollo de programas de pre-
vención, seguimiento y control del absentismo escolar.

La Orden de 19 de abril de 2005, por la que se regula
la convocatoria de ayudas dirigidas a entidades sin fines de
lucro para el desarrollo de programas de prevención, segui-
miento y control del absentismo escolar, inició el proceso de
selección de asociaciones privadas, sin ánimo de lucro, que
habían solicitado llevar a cabo actuaciones dirigidas a la pre-
vención, seguimiento y control del absentismo escolar en deter-
minadas zonas de especial problemática sociocultural en la
Comunidad Autónoma de Andalucía, de acuerdo con lo esta-
blecido previamente en el nuevo Plan Integral para la pre-
vención, seguimiento y control del absentismo escolar, apro-
bado por Acuerdo de 25 de noviembre de 2003 del Consejo
de Gobierno.

Según lo dispuesto en el artículo 7 de la referida Orden
de 19 de abril de 2005, la convocatoria establecía un plazo
de 30 días naturales a partir de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, para la presentación de soli-
citudes por parte de las entidades sin ánimo de lucro, de
lo que se derivaba el establecimiento de un período concreto
de actuación que coincidía con el curso escolar 2004-05,
una vez seleccionados los correspondientes Proyectos de pre-
vención, seguimiento y control del absentismo escolar.

La aplicación y el desarrollo de lo establecido en la men-
cionada Orden de 19 de abril de 2005, en función de los
recursos económicos disponibles, ha sido valorado de manera
positiva en el amplio marco de las diversas comunidades edu-
cativas provinciales y de las entidades participantes.

Siendo intención de la Consejería de Educación el dar
continuidad a estas actuaciones para paliar el absentismo esco-
lar, con una mayor participación y colaboración de las enti-
dades sin fines de lucro, con independencia de la ya expe-
rimentada cooperación que con este fin se viene manteniendo
con las Entidades Locales, es conveniente darle a esta con-
vocatoria un carácter permanente. Y teniendo en cuenta que
la normativa recogida en la ya citada Orden de 19 de abril
de 2005 tiene carácter regulador, es plenamente aplicable
en años sucesivos, salvo el artículo 7, en el que se establecía
el plazo de presentación de solicitudes en el pasado curso
escolar, se procede a la modificación del indicado artículo
en los términos que a continuación se establece.

Por lo cual, a propuesta de la Dirección General de Par-
ticipación y Solidaridad en la Educación,

D I S P O N G O

Artículo único. Modificación del artículo 7 de la Orden
de 19 de abril de 2005.

Se modifica la Orden de 19 de abril de 2005, por la
que se regula la convocatoria de ayudas dirigidas a entidades
sin fines de lucro para el desarrollo de programas de pre-
vención, seguimiento y control del absentismo escolar, en su
artículo 7, en los términos que se indican, respecto del plazo
de presentación de solicitudes por parte de las entidades pri-
vadas sin fines de lucro, quedando redactado de la siguiente
forma:

Artículo 7. Plazo de presentación de solicitudes.
Las solicitudes de ayudas, de acuerdo con lo que establece

el artículo 4 de la presente Orden, se presentarán a lo largo
del mes de marzo de cada año. La subsanación de los defectos
apreciados en la solicitud y su documentación complementaria
se realizará por los interesados en el plazo de 10 días hábiles
tras su notificación, de acuerdo con el artículo 71 de la
Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre.

Disposición Final. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 1 de febrero de 2006

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación

CONSEJERIA PARA LA IGUALDAD Y BIENESTAR SOCIAL

ACUERDO de 24 de enero de 2006, del Consejo
de Gobierno, por el que se aprueba el Plan General
de Inspección de las Entidades, Servicios y Centros
de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma de
Andalucía para el año 2006.

El Decreto 141/1999, de 8 de junio, por el que se regula
la Inspección de los Servicios Sociales en la Comunidad Autó-
noma de Andalucía tiene por objeto, como se establece en
su artículo 1, regular las actuaciones inspectoras y de control
de las Entidades, Servicios y Centros de Servicios Sociales,
con el fin de velar por el cumplimiento de la normativa vigente,
así como de garantizar los derechos de los usuarios de la
red de Servicios Sociales, de conformidad con lo establecido
en la Ley 2/1988, de 4 de abril, de Servicios Sociales de
Andalucía.

El ámbito de aplicación de este Decreto, a tenor de su
artículo 2, se extiende a todas las Entidades, Servicios y Centros
de Servicios Sociales, públicos o privados, con o sin ánimo
de lucro, que desarrollen su actuación en el territorio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Asimismo, en su artículo 11.1 y 2 se dispone que el
Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejera para la
Igualdad y Bienestar Social, aprobará cada año el Plan General
de Inspección de las Entidades, Servicios y Centros de Servicios
Sociales para cuya elaboración serán consultadas las Dele-
gaciones Provinciales de la Consejería para la Igualdad y Bie-
nestar Social, sus Centros Directivos, así como aquellas Con-
sejerías cuyas competencias tengan una especial incidencia
en materia de Servicios Sociales.

El anterior Plan General de Inspección, aprobado por
Acuerdo del Consejo de Gobierno de 18 de enero de 2005,
ha sido ejecutado en su totalidad. En este sentido, se han
inspeccionado 1.932 Centros de Servicios Sociales, lo que
significa que se han visitado el 100% de los Centros Resi-
denciales de Personas Mayores y el 50% de los restantes
Centros de todos los sectores de Servicios Sociales. No obs-
tante, el número de actuaciones inspectoras y de centros visi-
tados es superior al señalado como consecuencia de las actua-
ciones extraordinarias de oficio y con motivo de denuncias.

En el presente Plan se mantienen las áreas de control
de centros y de protección jurídica a las personas mayores.
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El área de control y asesoramiento pasará a denominarse con-
trol y seguimiento, por considerar que la fase de asesoramiento
está ya cubierta en los anteriores Planes de Inspección, comen-
zando una nueva etapa de control y seguimiento de los Centros.
El área de protección jurídica a las personas mayores se man-
tiene igual que en el pasado año al objeto de velar por el
respeto a sus derechos, de forma que los mayores puedan
manifestar su voluntariedad en la estancia en el Centro, su
grado de satisfacción o de disconformidad con los servicios
recibidos o sobre el trato dispensado por el personal.

La gran novedad en este año se introduce con el área
relativa a la garantía de los derechos de los usuarios de los
centros residenciales de personas mayores, y de personas con
discapacidad, recogidos respectivamente, en la Ley 6/1999,
de 7 de julio, de atención y protección a las personas mayores
y en la Ley 1/1999, de 31 de marzo, de atención a las personas
con discapacidad.

Tradicionalmente, la calidad de la atención residencial
se ha venido valorando con relación a parámetros como la
idoneidad de los edificios, la dotación de personal, la con-
servación de los documentos administrativos, el cumplimiento
por parte de los propietarios y directores de la normativa vigente
en la materia, etc. Sin embargo, un modelo de inspección
basado únicamente en factores de este tipo no garantiza que
se pueda formar una opinión fundada respecto a la calidad
de atención prestada a los residentes o de la vida que estos
llevan.

Una forma de profundizar en el respeto a los derechos
de los usuarios es centrar la atención en los valores que para
la mayoría de las personas son sinónimo de calidad y calidez
de vida, que no son otros que los propios derechos funda-
mentales de la persona, tales como la intimidad, la dignidad,
la autonomía, personal, etc.

La inspección de ambos aspectos, tanto de los requisitos
materiales y funcionales de los centros, como la de la garantía
de los derechos de los usuarios es lo que sin duda alguna
nos va a dar una visión más certera del correcto funcionamiento
de un centro y de la satisfacción, en más o en menos, de
sus residentes.

En su virtud, a propuesta de la Consejera para la Igualdad
y Bienestar Social, el Consejo de Gobierno en su reunión del
día 24 de enero de 2006,

A C U E R D A

Primero. Aprobar el Plan General de Inspección de las
Entidades, Servicios y Centros de Servicios Sociales de la
Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2006, que
figura como Anexo a este Acuerdo.

Segundo. Autorizar a la Consejera para la Igualdad y Bie-
nestar Social para que adopte las medidas necesarias de eje-
cución de los programas concretos establecidos en el citado
Plan General de Inspección, con el fin de cumplir los objetivos
previstos en el mismo.

Sevilla, 24 de enero de 2006

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

MICAELA NAVARRO GARZON
Consejera para la Igualdad y Bienestar Social

A N E X O

PLAN GENERAL DE INSPECCION DE LAS ENTIDADES, SER-
VICIOS Y CENTROS DE SERVICIOS SOCIALES DE LA COMU-
NIDAD AUTONOMA DE ANDALUCIA PARA EL AÑO 2006

I. AREAS DE ACTUACION

La Inspección de Servicios Sociales, sin perjuicio de las
atribuciones que puedan corresponder a otros órganos en sus

respectivos ámbitos de competencia, tiene como funciones
fundamentales la de velar por el cumplimiento de la normativa
vigente en materia de Servicios Sociales, la de garantizar los
derechos de los usuarios de Servicios Sociales, informando
y asesorando a todos los interesados sobre sus derechos, debe-
res y disposiciones normativas vigentes en la materia, verificar
el cumplimiento de los requisitos mínimos materiales y fun-
cionales que han de reunir los Centros, supervisar el destino
y la utilización de los fondos públicos concedidos a personas
físicas o jurídicas para la prestación de Servicios Sociales,
controlar los niveles de calidad de éstos, proponer planes de
mejora y colaborar con los Centros Directivos de la Consejería,
realizando propuestas de mejora de los mismos.

En el presente Plan General de Inspección, los Inspectores
desarrollarán estas funciones conforme a las siguientes áreas
de actuación:

1. Control y seguimiento.
2. Protección jurídica de las personas mayores.
3. Garantía de los derechos de los usuarios de los Centros

Residenciales de Personas Mayores y Personas con Dis-
capacidad.

II. OBJETIVOS

Dentro del objetivo marco de la Consejería para la Igualdad
y Bienestar Social de consolidar la red de Centros de Servicios
Sociales, los objetivos generales del presente Plan General
de Inspección que, a su vez, servirán de base para el desarrollo
de los objetivos específicos en las tres áreas que lo integran,
son los siguientes:

1. La garantía de los derechos de los usuarios de Servicios
Sociales, mediante el respeto a los derechos reconocidos por
el ordenamiento jurídico, teniendo en cuenta que la gran mayo-
ría de estos usuarios forman parte de los sectores más vul-
nerables de la sociedad por lo que necesitan que la Admi-
nistración Pública establezca los cauces necesarios para que
estos derechos sean garantizados.

2. El cumplimiento de la normativa vigente en materia
de Servicios Sociales, mediante la adecuación de las Entidades,
Servicios y Centros de Servicios Sociales a los requisitos míni-
mos materiales y funcionales establecidos en la Orden de 28
de julio de 2000, conjunta de las Consejerías de la Presidencia
y de Asuntos Sociales, por la que se regulan los requisitos
materiales y funcionales de los Servicios y Centros de Servicios
Sociales de Andalucía y al resto de la normativa vigente relativa
a la autorización, registro y acreditación de Centros.

3. El conocimiento del grado de satisfacción de los refe-
ridos usuarios y sus necesidades, como medida para la ade-
cuación y mejora de los Servicios Sociales.

4. Elevar la calidad de vida de los usuarios de los Centros
de Servicios Sociales, comenzando por los Centros Residen-
ciales de Personas Mayores.

III. PRIORIDADES

La actuación de la Inspección de Servicios Sociales en
el presente año se realizará en los siguientes sectores:

1. Personas mayores.
2. Personas con discapacidad.
3. Personas con enfermedad mental.
4. Atención al menor.
5. Colectivos con graves problemas sociales.
6. Drogodependencia.
7. Migrantes.
8. Servicios Sociales Comunitarios.
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La preferencia en la acción de la Inspección se efectuará
en los siguientes términos:

1. Se visitarán todos los Centros Residenciales de Per-
sonas Mayores (100%).

2. El resto de tipologías de Centros de Servicios Sociales
se inspeccionarán en un 50%.

La selección de estos Centros se realizará en función del
Plan General de Inspección del pasado año 2005, de forma
que se inspeccionarán en el presente año, todos los Centros
de Servicios Sociales que no fueron visitados durante el
año 2005, con motivo del Plan General de Inspección.

No obstante, se incluirán aquellos Centros que, aún siendo
visitados en el 2005, los Centros Directivos correspondientes
de esta Consejería consideren necesario ser incluidos de nuevo
en el Plan General de Inspección del año 2006.

IV. AREA DE CONTROL Y SEGUIMIENTO

Las actuaciones inspectoras en esta área van dirigidas
a velar por el cumplimiento de los siguientes requisitos obli-
gatorios para la autorización de funcionamiento y, en su caso,
la acreditación de los Centros de Servicios Sociales:

1. Requisitos materiales y funcionales que han de reunir
los Servicios y Centros de Servicios Sociales establecidos en
la Orden de 28 de julio de 2000, conjunta de las Consejerías
de la Presidencia y de Asuntos Sociales.

2. Requisitos de calidad en el funcionamiento que han
de reunir los Centros de atención a personas mayores y los
Centros de atención a personas con discapacidad para obtener
la acreditación, regulados en la Orden de 1 de julio de 1997.

Objetivo específico.
Cumplimiento de los requisitos mínimos obligatorios que

deben reunir los Centros para su funcionamiento y de los requi-
sitos de calidad necesarios para la acreditación, así como,
el seguimiento de los mismos.

Actuaciones concretas.
1. Visitas de inspección a los Centros de Servicios Sociales,

a fin de poner de manifiesto la situación de cada uno de
los sectores, obteniendo la información desagregada por sexos.

Dentro del sector de Personas Mayores se visitarán todos
los Centros de Atención Residencial y el 50% de los restantes
Centros.

Respecto de los demás sectores, se inspeccionarán el 50%
de sus Centros.

Se verificarán los siguientes requisitos:

a) Registro de usuarios.
b) Expediente individual.
c) Obligaciones contractuales.
d) Reglamento de régimen interior.
e) Recursos humanos.
f) Condiciones higiénico-sanitarias.
g) Alimentación.
h) Programación y memoria anual de actividades.
i) Conservación del centro.
j) Iluminación y ventilación naturales.
k) Plan de evacuación y emergencia implantado.
l) Protección y seguridad.
m) Autorizaciones administrativas.
n) Póliza de seguros.
o) Libro de sugerencias y reclamaciones.
p) Régimen contable.

2. En el supuesto de Centros de atención especializada
para personas mayores y personas con discapacidad, que

hayan obtenido la acreditación se deberá verificar, además,
los siguientes requisitos:

a) Recursos humanos y organización de personal.
b) Atención ofrecida e índole de la prestación.

3. En aquellos Centros en los que se detecte un con-
siderable nivel de incumplimientos y un funcionamiento anó-
malo de los mismos, con independencia de las medidas san-
cionadoras que se adopten se le realizará un seguimiento a
cada Centro mediante las visitas de inspección que se con-
sideren oportunas y los requerimientos de subsanación que
se vean necesarios.

4. Por último, se incluirán en el presente Plan General
de Inspección, aquellos Centros de Servicios Sociales que a
pesar de no encontrarse entre las prioridades establecidas en
el mismo, los distintos Centros Directivos de esta Consejería
consideren que deben ser inspeccionados.

V. AREA SOBRE LA PROTECCION JURIDICA DE LAS PER-
SONAS MAYORES

El Decreto 23/2004, de 3 de febrero, por el que se regula
la protección jurídica a las personas mayores, establece en
su artículo 10 que la Inspección de Servicios Sociales velará,
mediante actuaciones programadas, por el respeto de los dere-
chos de las personas mayores que hayan ingresado en Centros
residenciales, y desarrollará una intervención directa con los
mayores residentes, sin la presencia de familiares ni de res-
ponsables del Centro, al objeto de comprobar la voluntariedad
de su estancia, el trato dispensado por los trabajadores, así
como el grado de satisfacción o de disconformidad con los
servicios recibidos. Si como consecuencia de las entrevistas,
se concluyese la imposibilidad de alguna persona mayor de
expresar su voluntad, se le exigirá al responsable del Centro
que acredite haber adoptado las medidas previstas para los
supuestos de incapacitación.

En este sentido, la Inspección de Servicios Sociales es
el órgano competente para velar por el respeto de los derechos
de las personas mayores que hayan ingresado en los Centros
residenciales, a través de entrevistas personalizadas con estas
personas que voluntariamente quieran acceder a realizarlas,
sin la presencia de familiares, responsables del Centro, ni de
otros usuarios compañeros del Centro residencial.

Con ello, lo que se pretende es incrementar progresiva-
mente el nivel de atención y asistencia a las personas mayores
residentes en un Centro, elevando su calidad de vida.

Objetivo específico.
Elevar la calidad de vida de los usuarios de los Centros

residenciales de personas mayores.

Actuaciones concretas.
Mantener entrevistas con los usuarios de los Centros resi-

denciales de personas mayores que voluntariamente accedan
a ello, en privado, sin la presencia de otras personas, com-
probando los siguientes extremos:

a) Voluntariedad de su estancia.
- Régimen de visitas.
- Relaciones familiares.

b) Grado de satisfacción o de disconformidad con los ser-
vicios recibidos.

- Alimentación.
- Asistencia sanitaria.
- Aseo personal.
- Actividades realizadas.

c) Trato dispensado por el personal.
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VI. AREA SOBRE LA GARANTIA DE LOS DERECHOS DE LOS
USUARIOS DE CENTROS RESIDENCIALES DE PERSONAS
MAYORES Y DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

La Ley 6/1999, de 7 de julio, de Atención y Protección
a las Personas Mayores, en su artículo 20, establece que las
Administraciones Públicas garantizarán la calidad de las pres-
taciones a recibir por las personas mayores en los servicios
y centros de servicios sociales y velarán por que en éstos
se respeten los derechos que la Constitución Española y el
resto del ordenamiento jurídico reconocen a aquéllas, y espe-
cialmente, entre otros:

- Derecho a la intimidad y no divulgación de los datos
personales que figuren en sus expedientes o historiales.

- Derecho a la integridad, física y moral, y a un trato
digno tanto por el personal del centro como de los otros
usuarios.

- Derecho a no ser discriminado en el tratamiento por
razón de la edad, raza, sexo, religión, opinión o cualquier
otra condición o circunstancia personal o social.

- Derecho a una atención individualizada acorde con las
necesidades específicas.

- Derecho a que se le faciliten las prestaciones sanitarias,
farmacéuticas, así como, los tratamientos técnico-científico y
asistencial que correspondan al servicio o centro, su finalidad
y conforme a las necesidades de los usuarios, etc.

En términos similares se pronuncia la Ley 1/1999, de
31 de marzo, de atención a las personas con discapacidad
en cuanto a los derechos de los que deben gozar los usuarios
de los Centros residenciales.

La Inspección de Servicios Sociales, entre sus funciones,
tiene la de garantizar los derechos de los usuarios de Servicios
Sociales. En este sentido, es el órgano competente para ins-
peccionar en los Centros residenciales de personas mayores
y de personas con discapacidad, si los derechos anteriormente
señalados están siendo respetados.

La atención residencial debe ofrecer a estas personas,
mayores o discapacitadas, la posibilidad de mejorar su vida,
proporcionándoles un entorno seguro, manejable y cómodo,
además de la ayuda y el estímulo necesario para que desarro-
llen al máximo sus capacidades físicas, intelectuales, emo-
cionales y sociales.

Los Centros residenciales deben fomentar la mayor auto-
nomía posible a los residentes, lo que significa que todas las
actuaciones del personal deben reducir la tendencia interven-
cionista y poco respetuosa con los derechos de los usuarios.

Objetivo específico.
Velar por el respeto a los derechos de los usuarios de

los Centros residenciales de personas mayores y personas con
discapacidad.

Actuaciones concretas.
En las visitas a los Centros residenciales de personas

mayores y de personas con discapacidad, se constatarán una
serie de factores que contribuyen a garantizar una buena cali-
dad de vida y que, de forma natural, se agrupan en torno
a una serie de valores básicos como son la intimidad, la dig-
nidad, la autonomía personal, etc., en definitiva, en torno a
los derechos fundamentales de los usuarios de estos Centros
residenciales.

VII. METODOLOGIA

1. Area de Control y Asesoramiento.
Cada Delegación Provincial elaborará un Plan Provincial

para el año 2006 conforme a los objetivos y prioridades seña-
ladas en el presente Plan General, en el que se establecerán
los Centros a visitar.

Estos Planes Provinciales se remitirán al titular de la Vice-
consejería para la Igualdad y Bienestar Social, para su
aprobación.

Dicho órgano elaborará un protocolo de actuación en el
que se recojan los ítems relativos a los requisitos objeto de
verificación, dejando constancia en el Centro de la visita rea-
lizada mediante acta del Inspector.

Dicho documento se remitirá mensualmente a la Vice-
consejería.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos podrá
dar lugar al ejercicio de la potestad sancionadora de la
Administración.

2. Area sobre la Protección Jurídica de las Personas
Mayores.

La Viceconsejería elaborará un protocolo de actuación de
los Inspectores en el que se recojan los ítems que se han
de comprobar en las entrevistas con los usuarios.

Dichas entrevistas se realizarán en los Centros residen-
ciales de personas mayores incluidos en el presente Plan Gene-
ral de Inspección.

El resultado de las referidas entrevistas se remitirá men-
sualmente a la Viceconsejería.

3. Area sobre la garantía de los derechos de los usuarios
de Centros Residenciales de Personas Mayores y de Personas
con Discapacidad.

La Viceconsejería confeccionará un protocolo de actuación
de la Inspección de Servicios Sociales en el que se recojan
los factores e indicadores que se han de constatar en los Cen-
tros residenciales de personas mayores y de personas con
discapacidad relativos a la garantía de los derechos de los
usuarios de dichos Centros.

Estos informes se remitirán mensualmente a la Vice-
consejería.
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2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 1 de febrero de 2006, de la
Dirección General de la Función Pública, por la que
se nombra a doña Dunia Fernández Alarcón como fun-
cionaria interina para el desempeño del puesto de tra-
bajo de Secretaría-Intervención en el Ayuntamiento de
Cortes de Baza (Granada).

Vista la propuesta formulada por el Ayuntamiento de Cor-
tes de Baza (Granada), a favor de doña Dunia Fernández Alar-
cón, para que se efectúe nombramiento a su favor como fun-
cionaria interina para el desempeño del puesto de trabajo de
Secretaría-Intervención, y la Resolución favorable adoptada por
la Alcaldía de la citada Corporación con fecha 31 de enero
de 2006, y habiendo quedado acreditado que se han obser-
vado los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad,
de conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Real
Decreto 1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos
de trabajo reservados a funcionarios de Administración Local
con habilitación de carácter nacional, modificado por el Real
Decreto 834/2003, de 27 de junio, y en el Decreto 467/1994,
de 13 de diciembre, por el que se asignan a la entonces
Consejería de Gobernación las competencias atribuidas por
la Disposición Adicional Novena de la Ley 22/1993, de 29
de diciembre, en relación con el artículo 12.1.e) del Decre-
to 200/2004, de 11 de mayo, por el que se establece la
estructura orgánica de la Consejería de Justicia y Adminis-
tración Pública, modificado por el Decreto 132/2005, de 24
de mayo.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Nombrar a doña Dunia Fernández Alarcón, con
DNI 52.518.209, como funcionaria interina para el desem-
peño del puesto de trabajo de Secretaría-Intervención del Ayun-
tamiento de Cortes de Baza (Granada). El presente nombra-
miento de funcionaria interina se autoriza hasta la cobertura
del puesto de Secretaría-Intervención de este Ayuntamiento
por los procedimientos ordinarios de provisión de carácter defi-
nitivo o hasta la designación de funcionario con habilitación
de carácter nacional mediante acumulación, comisión de
servicios o nombramiento provisional entre funcionarios de
Administración Local con habilitación de carácter nacional.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano, en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, de
conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común y en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Sevilla, 1 de febrero de 2006.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 2 de febrero de 2006, de la
Dirección General de Función Pública, por la que se
nombra a don José Antonio Sorlózano Delgado Secre-
tario-Interventor del Ayuntamiento de Zafarraya (Gra-
nada) con carácter provisional.

Vista la petición formulada por don José Antonio Sorlózano
Delgado, funcionario de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, Subescala Secretaría-Intervención, titular
de la plaza de Secretaría-Intervención del Ayuntamiento de
Rubite (Granada), para obtener nombramiento provisional en
el puesto de trabajo de Secretaría-Intervención del Ayunta-
miento de Zafarraya (Granada), así como la conformidad de
esta Corporación manifestada mediante Decreto de Alcaldía
de fecha 30 de enero de 2006 y del Ayuntamiento de Rubite
(Granada), manifestada mediante Resolución de Alcaldía de
fecha 30 de enero de 2006, de acuerdo con lo establecido
en el artículo 30 del Real Decreto 1732/1994, de 29 de
julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados a fun-
cionarios de Administración Local con habilitación de carácter
nacional, modificado por el Real Decreto 834/2003, de 27
de junio, y en el Decreto 467/1994, de 13 de diciembre,
por el que se asignan a la entonces Consejería de Gobernación
las competencias atribuidas por la Disposición Adicional Nove-
na de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, en relación con
el artículo 12.1.e) del Decreto 200/2004, de 11 de mayo,
por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería
de Justicia y Administración Pública, modificado por el Decreto
132/2005, de 24 de mayo.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Nombrar a don José Antonio Sorlózano Delgado,
con DNI 74.636.432, como Secretario-Interventor, con carác-
ter provisional, del Ayuntamiento de Zafarraya (Granada).

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano, en el plazo de un mes contado a
partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden en el plazo de dos meses contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, todo
ello de conformidad con lo establecido en los artículos 116
y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Sevilla, 2 de febrero de 2006.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 2 de febrero de 2006, de la
Dirección General de Función Pública, por la que se
deja sin efecto la adscripción en comisión de servicios
de don José Antonio Sorlózano Delgado en el puesto
de trabajo de Secretaría-Intervención del Ayuntamiento
de Zafarraya (Granada).

Vista la petición formulada por el Ayuntamiento de Zafarra-
ya (Granada), por la que se solicita dejar sin efecto la ads-


